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Voto particular que formula el Magistrado don Jorge 
Rodríguez-Zapata Pérez a la Sentencia dictada el 2 de 

julio de 2007, en el recurso de amparo 7142-2004

1. El artículo 15 CE es el primero de los que inte-
gran la sección primera del capítulo segundo del título 
primero de la Constitución. Garantiza la libertad de 
existencia, al proclamar que «todos tienen derecho a la 
vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún 
caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos 
inhumanos y degradantes».

En este artículo se reconocen derechos fundamenta-
les que integran el denominado trípode vital que está 
formado por la vida (el ser) la integridad física (la existen-
cia) y la integridad moral (la existencia humana digna). Se 
vincula al mismo, significativamente, la abolición de la 
pena de muerte junto a la prohibición de la tortura y de las 
penas o tratos inhumanos y degradantes.

2. La Sentencia de la mayoría insiste en una doctrina 
que se inició en la STC 62/2007, de 27 de marzo, frente a la 
que ya formulé un Voto particular en el que me ahora me 
ratifico. Los FFJJ 1 y 4 de la Sentencia relacionan el dere-
cho fundamental a la integridad física y moral (del citado 
art. 15 CE) con el derecho a la protección de la salud 
(art. 43.1 CE). Conviene reparar en que este último es un 
simple principio rector de la política social y económica, 
reconocido en el capítulo tercero del título primero de 
nuestra Constitución. En cuanto tal puede ser alegado 
ante los Jueces y Tribunales de la jurisdicción ordinaria de 
acuerdo con lo que dispongan las leyes que lo desarrollen 
(art. 53.3 CE), sin que, desde luego, pueda ser objeto de la 
tutela extraordinaria que para determinados derechos 
fundamentales supone el amparo constitucional ante 
nosotros (art. 53.2 CE).

3. Entre las leyes de desarrollo del art. 43.1 CE se 
encuentra la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de preven-
ción de riesgos laborales. El fundamento jurídico 5 in fine 
de la STC 62/2007 llegó a afirmar que esa Ley de preven-
ción de riesgos es «desarrollo de la tutela propia del dere-
cho fundamental a la integridad física» de una trabajadora. 
El fallo del que disiento ahora insiste en este plantea-
miento, y lo desarrolla con una generosidad extrema. Aquí 
radica la razón esencial de mi discrepancia con la Senten-
cia de la mayoría. Valoro la trascendencia que en un Estado 
social y democrático de Derecho (art. 1.1 CE) tiene la con-
quista de la democracia en los puestos de trabajo (work-
place democracy) pero me opongo dogmáticamente a que 
una Ley ordinaria de Derecho laboral que, como dije, desa-
rrolla un simple principio rector de la política social y eco-
nómica deba ser vinculada, como se hace en la Sentencia 
de la que me aparto, a uno de los derechos fundamentales 
más esenciales de nuestro entramado constitucional. No 
cabe deformar el ámbito de los derechos fundamentales a 
la vida y a la integridad física mediante el expediente de 
introducir en él la tutela del derecho a la protección de la 
salud.

4. El derecho fundamental a la integridad física y 
moral es un derecho de todos los seres humanos que pro-
tege la inviolabilidad de la persona no sólo contra los ata-
ques dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también 
contra toda clase de intervenciones que carezcan del con-
sentimiento de su titular (STC 120/1990, de 27 de junio, 
FJ 8) Para que la afectación de la salud de una persona por 
una determinada actuación de los poderes públicos 
suponga la lesión de su derecho fundamental a la integri-
dad física es requisito necesario que como consecuencia 
de aquélla se «ponga en peligro grave e inmediato la 
salud» (STC 119/2001, de 24 de mayo, FJ 6), o se produzca 
lo que la STC 220/2005, de 12 de septiembre, llamó «un 
riesgo relevante» que genere «un peligro grave y cierto 
para la salud del afectado» (FJ 4). En el mismo sentido, la 
STC 5/2002, de 14 de enero (FJ 4), declaró que «el derecho 
a que no se dañe o perjudique la salud personal, queda 

comprendido en el derecho a la integridad personal del 
artículo 15 CE, si bien no todo supuesto de riesgo o daño 
para la salud implica una vulneración del derecho funda-
mental a la integridad física y moral, sino tan sólo aquél 
que genere un peligro grave y cierto para la misma». 
Hemos dicho, además, que la declaración de la lesión del 
derecho fundamental a la integridad física que se infiera el 
citado riesgo relevante «sólo podrá ser efectuada en esta 
sede cuando resulte palmaria y manifiesta, pues la relevan-
cia del peligro debe apreciarse con inmediación» (STC 
220/2005, de 12 de septiembre, citada, FJ 4).

5. La Sentencia de la mayoría asevera que su doctrina 
«no implica situar en el ámbito del art. 15 CE una suerte de 
cobertura constitucional frente a cualquier orden de tra-
bajo que en abstracto, apriorística o hipotéticamente 
pudiera estar contraindicada para la salud» (sic en FJ 2) 
pero sí se declara que el art. 15 CE protege contra «dificul-
tades previsibles en un ambiente laboral» (FJ 4) o con el 
«riesgo de producción cierta, o incluso potencial, de la cau-
sación de un perjuicio para su salud» (ibidem) me parece 
que se extiende indebidamente el ámbito de protección 
propia del art. 15 CE. No me cabe duda alguna de que 
nuestro Derecho laboral ofrece garantías suficientes para 
la protección de los riesgos que preocupan a la Sentencia 
de la mayoría. Cuando el Derecho laboral basta, no es per-
tinente trivializar categorías de Derecho constitucional ple-
namente consagradas.

Por ello, disiento.

Madrid, a dos de julio de dos mil siete.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Firmado y rubricado. 

 14789 Sala Segunda. Sentencia 161/2007, de 2 de julio 
de 2007. Recurso de amparo 182-2005. Promo-
vido por don Juan Carlos Belinchón Villalba 
frente a la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid que desestimó su demanda 
contra el Ministerio de Defensa sobre convoca-
toria de pruebas selectivas para el acceso a la 
escala de oficiales de la Guardia Civil.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (sentencia fundada en Derecho): senten-
cia contencioso-administrativa que confunde el 
acto administrativo impugnado de 2000 con otro 
de 1997, aportado como contraste.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas y 
don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 182-2005, promovido 
por don Juan Carlos Belinchón Villalba, representado por 
el Procurador de los Tribunales don Álvaro García San 
Miguel Hoover y asistido por el Letrado don Joaquín 
Morey Navarro, contra la Sentencia de 11 de julio de 2004, 
dictada por la Sección Cuarta de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid en el recurso núm. 1635-2000, así como contra la 
Resolución del Subsecretario del Ministerio de Defensa, 
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de 4 de julio de 2000, cuya impugnación resultó deses-
timada por la indicada Sentencia. Han intervenido el 
Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sán-
chez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro 
General de este Tribunal el día 11 de enero de 2005, el 
Procurador de los Tribunales don Álvaro García San 
Miguel, en la representación indicada, formuló 
demanda de amparo contra las resoluciones judiciales 
y administrativas de las que se deja hecho mérito.

2. Los hechos de los que esta demanda de amparo 
trae causa son, sucintamente expuestos, los siguien-
tes:

a) El demandante de amparo, sargento de la guar-
dia civil, impugnó en vía administrativa la convocatoria 
de pruebas selectivas por promoción interna para el 
ingreso en el centro de formación de la guardia civil que 
capacita para el acceso a la escala de oficiales del Insti-
tuto aprobada por Resolución 64/2000, basando su 
impugnación en que dicha convocatoria no incluía espe-
cíficamente ningún requisito de titulación para participar 
en el proceso selectivo. El recurso fue desestimado 
mediante Resolución de 4 de julio de 2000 dictada por el 
Subsecretario del Ministerio de Defensa, en la cual se 
razonaba al efecto que el art. 20.2 de la Ley 42/1999, esta-
blece que, quienes como consecuencia de la nueva orde-
nación de escalas definida en la Ley 28/1994, quedan 
integrados en una escala concreta, ostentan por disposi-
ción legal la titulación equivalente a la del sistema edu-
cativo general, de modo que «todo el personal, en este 
caso de la Escala de Suboficiales, tiene titulación sufi-
ciente para tomar parte en convocatorias por promoción 
interna para el acceso a Escala Superior». De ahí que 
resultase innecesario concretar los requisitos académi-
cos respecto de personal que cumple en su totalidad 
tales requisitos de titulación.

b) El demandante de amparo dedujo recurso juris-
diccional, que fue desestimado por el Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid, el cual, en la Sentencia impug-
nada en el presente recurso de amparo, rechaza la 
argumentación del recurrente y afirma que el requisito 
de que en la convocatoria se exprese la titulación pre-
cisa para participar en las pruebas a las que se refiere 
(exigido en el Reglamento de ingreso –Real Decreto 
1951/1995) es de necesario cumplimiento, pero que, 
dado que en las bases de la convocatoria se establece 
«como condición relativa a las plazas a ocupar por el 
personal de la Escala de Suboficiales el que ostenten el 
título de bachiller, graduado escolar u otro equivalente 
o superior», se cumple el requisito de especificar la 
titulación precisa para participar en el proceso selec-
tivo, sin perjuicio de cuál sea la aplicación que haga 
luego la Administración, cuestión ésta que no se ven-
tila en el proceso de impugnación de las bases, sino 
que habría de afrontarse, en su caso, con posteriori-
dad.

c) Con fecha 29 de septiembre de 2004 el deman-
dante de amparo solicitó la rectificación del error pade-
cido por la Sentencia al confundir la resolución impug-
nada ante el Tribunal Superior de Justicia con la 
aportada en unión a la demanda como demostrativa de 
que otras anteriores convocatorias sí contenían requi-
sitos de titulación. Tal solicitud fue rechazada por Auto 
de 5 de noviembre de 2004 en razón a que pretendía la 
modificación de la fundamentación jurídica de la Sen-
tencia.

3. El demandante de amparo aduce vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) 
porque la Sentencia parte en su razonamiento de que 
la convocatoria objeto de impugnación en la vía juris-
diccional establece el requisito de titulación precisa 
para participar y ello no es cierto. Lo que ocurrió fue 
que con la demanda se aportó además, a título ilustra-
tivo, una convocatoria anterior en la que, por el contra-
rio, sí se hacía mención expresa de los requisitos de 
titulación exigidos. Lo sucedido fue que el Tribunal 
Superior de Justicia debió equivocarse al tomar en 
consideración uno y otro documento, y confundió la 
convocatoria aportada, junto con la demanda, en 
demostración de que en anteriores convocatorias sí se 
había detallado la titulación exigida con la convocato-
ria efectivamente impugnada en el proceso judicial, en 
la cual, se insiste, no se incluía ninguna referencia a la 
titulación necesaria para participar en el proceso selec-
tivo. Tal error de apreciación fue determinante del fallo 
desestimatorio del recurso contencioso-administra-
tivo, razón por la cual concurren todos los requisitos 
exigidos por la jurisprudencia constitucional para 
entender vulnerado el derecho a la tutela judicial efec-
tiva.

En segundo término se aduce vulneración del 
art. 23.2 CE porque, al no fijarse en la convocatoria la 
titulación que es necesario para presentarse al proceso 
selectivo, se está permitiendo que accedan a una 
escala asimilada al título universitario quienes no 
poseen la titulación necesaria, lo cual supone tratar 
igual a los desiguales en el acceso a la función pública. 
Seguidamente se combate la interpretación que del 
art. 20 de la Ley 24/1999, se efectúa por la Administra-
ción, pues una cosa es que ciertos guardias civiles 
hayan sido integrados en la nueva escala de suboficia-
les, para la que se requiere cierta titulación, y otra dis-
tinta que por ese sólo hecho éstos hayan adquirido la 
indicada titulación.

4. Mediante providencia de fecha 17 de octubre 
de 2006 la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 11. 2 de la Ley 
Orgánica este Tribunal, acordó admitir a trámite la pre-
sente demanda de amparo y, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comunica-
ción al Ministerio de Defensa así como a la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia a fin de que, en plazo no 
superior a diez días, remitiesen, respectivamente, cer-
tificación o copia adverada del expediente administra-
tivo y de las actuaciones judiciales correspondientes al 
recurso 1635-2000, especificando que el órgano judi-
cial habría de emplazar a quienes hubieran sido parte 
en el proceso judicial previo, salvo al demandante de 
amparo, a fin de que en término de diez días pudieran 
comparecer ante este Tribunal, si así lo deseasen.

5. Mediante providencia de 29 de marzo de 2007, 
la Sala Segunda de este Tribunal, acordó tener por per-
sonado y parte en el procedimiento al Abogado del 
Estado, atendiendo así a su solicitud, y, de conformi-
dad con lo dispuesto en el art. 52.1 de la Ley Orgánica 
de este Tribunal, concedió a las partes y al Ministerio 
público un plazo común de veinte días, dentro de los 
cuales podrían formular las alegaciones que tuviesen 
por conveniente.

6. Mediante escrito presentado en el Registro 
General de este Tribunal el Abogado del Estado for-
muló alegaciones interesando la inadmisión del pre-
sente recurso de amparo o, subsidiariamente, su des-
estimación.

Razona, en primer lugar, que el recurso de amparo 
resulta inadmisible por extemporáneo, pues la Senten-



BOE núm. 185 Suplemento Viernes 3 agosto 2007 33

cia que finalizó la vía judicial fue notificada a la parte el 
21 de septiembre de 2004, mientras que la demanda de 
amparo fue registrada el 11 de enero de 2005, esto es, 
transcurrido en exceso el plazo de veinte días estable-
cido por la ley, habida cuenta de que la solicitud de 
rectificación de un supuesto error material resultaba 
manifiestamente improcedente para reparar el error 
patente pretendidamente lesivo del derecho a la tutela 
judicial efectiva, tal como la propia Sentencia explica al 
afirmar que lo que se pretendía era discutir el fondo de 
la cuestión resuelta en la propia Sentencia.

En segundo término rechaza que haya existido 
lesión del derecho a la igualdad reconocido en el 
art. 23.2 CE, pues este derecho no incluye la prescrip-
ción de la desigualdad por indiferenciación, entendida 
como el pretendido derecho a que quienes están en 
diferente situación sean tratados de modo igualmente 
diverso. Y es que, sigue razonando, lo que el deman-
dante plantea es una cuestión de legalidad ordinaria, 
pues no otra calificación merece la cuestión suscitada 
en torno a si la convocatoria impugnada cumplía o no 
con el requisito de fijar una determinada titulación 
como necesaria para participar en las pruebas selecti-
vas.

Finalmente aborda la denunciada vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva que, conforme al 
criterio del demandante de amparo, se habría produ-
cido por incurrir la Sentencia en un error patente. 
Según el Abogado del Estado tal error no existiría con 
el carácter de patente que requiere la jurisprudencia 
constitucional para que tal error conlleve la lesión del 
derecho fundamental invocado. La existencia de error 
es, según entiende, una simple hipótesis o conjetura 
formulada por el demandante, pero dista mucho de 
constituir un error patente, inmediatamente verificable 
de forma incontrovertible a partir de las resoluciones 
judiciales. A lo sumo cabría hablar de que la motiva-
ción de la resolución judicial es imperfecta, pero en 
ningún caso puede estimarse lesiva del derecho a la 
tutela judicial efectiva.

7. El Fiscal formuló alegaciones mediante escrito 
presentado en el Registro General del Tribunal el día 16 
de mayo de 2007, interesando que se otorgue el amparo 
y, como forma de restablecimiento del derecho funda-
mental vulnerado, se anule la Sentencia recurrida con 
retroacción de actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de su pronunciamiento para que el 
órgano judicial dicte otra respetuosa con el derecho 
fundamental vulnerado.

Tras extractar el iter procesal que condujo al dic-
tado de la resolución administrativa y de la Sentencia 
impugnadas en el presente recurso, recuerda la doc-
trina de este Tribunal acerca de los requisitos exigibles 
para que pueda apreciarse la existencia de error 
patente. En opinión del Ministerio Público la aplicación 
de tal doctrina al presente caso conduce a la estima-
ción de la demanda de amparo, pues la cuestión cen-
tral planteada en el recurso contencioso-administrativo 
fue la de si la resolución impugnada omitía improce-
dentemente los requisitos académicos de titulación 
que debían exigirse en la convocatoria y, en conse-
cuencia, habían de cumplir los aspirantes para el 
acceso a la escala de oficiales de la guardia civil. Pues 
bien, la propia Resolución administrativa afirmaba que 
era innecesario concretar los requisitos académicos 
respecto del personal que cumple en su totalidad con 
los mismos requisitos de titulación, pues, por impera-
tivo del art. 20. 2 de la Ley 42/1999, el personal de la 
guardia civil que resultó integrado en las actuales 
escalas definidas en la Ley 28/1994, ostenta una titula-
ción equivalente a la del sistema educativo general, de 
modo que el personal de la escala de suboficiales tiene 

titulación suficiente a efectos de tomar parte en las 
convocatorias de promoción interna para acceso a la 
escala superior. La Sentencia impugnada consideró 
que el art. 20.2 de la Ley 42/1999, no prestaba cobertura 
a la omisión de la titulación precisa en la convocatoria 
impugnada en el proceso judicial del que este recurso 
de amparo trae causa, pero consideró que, en contra 
de lo mantenido por el recurrente, se había incluido en 
la convocatoria la titulación necesaria para participar 
en ella.

El examen directo de las actuaciones judiciales 
revela, según el Fiscal, que asiste la razón al deman-
dante de amparo y que en la afirmación efectuada en la 
Sentencia impugnada, según la cual la convocatoria sí 
incluía la indicación de los requisitos de titulación pre-
cisos para participar en las pruebas enjuiciadas, des-
cansa en un error del órgano judicial, consistente en 
confundir las bases de la convocatoria que era objeto 
de impugnación con las bases de la convocatoria de 10 
de junio de 1997, que el demandante aportó como 
documento número 4 junto con su demanda para ilus-
trar que en anteriores ocasiones las convocatorias res-
pectivas sí incluían la indicación de los requisitos de 
titulación precisos para concurrir a ellas. En dicha 
dirección, continúa observando el Ministerio público, 
apuntan los datos de que la Sentencia aluda a que el 
número de plazas convocadas era el de 145, cuando en 
realidad las plazas convocadas se reducían a 140, y de 
que la Sentencia se refiera a plazas de suboficiales y no 
a plazas correspondientes a la escala de oficiales, que 
eran las que en realidad fueron objeto de convocatoria. 
La única explicación que el Fiscal encuentra a una 
equivocada referencia al número y al nivel profesional 
de las plazas convocadas es que el órgano judicial con-
fundió la convocatoria que efectivamente impugna el 
demandante de amparo con la que éste aportaba junto 
con su demanda contencioso-administrativa para ser 
comparada con la impugnada.

Por lo demás el Fiscal entiende que resulta evidente 
que el error, plenamente atribuible al órgano judicial, 
fue determinante de la decisión adoptada y que pro-
dujo perjuicio para el demandante de amparo, toda vez 
que no fue seleccionado pese a haber aprobado con el 
número 154, mientras que 36 personas que obtuvieron 
una de las 140 plazas convocadas no reunían los requi-
sitos de titulación que la propia Sentencia afirmó que 
era imprescindible.

La constatación de la vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva por parte de la Sentencia impug-
nada, hace innecesario, en opinión del Ministerio 
público, entrar a considerar si se produjo o no lesión 
del derecho a la igualdad en el acceso a los cargos y 
funciones públicas, (segunda de las quejas aducida por 
el demandante de amparo).

De conformidad con lo expuesto el Fiscal interesa 
la anulación de la Sentencia impugnada y la retroac-
ción de las actuaciones para que el órgano judicial 
dicte nueva Resolución con pleno respeto al derecho 
fundamental invocado.

8. El Procurador de los Tribunales don Álvaro Gar-
cía San Miguel, en la representación que ostenta, for-
muló alegaciones mediante escrito presentado en el 
Registro General de este Tribunal el día 9 de mayo de 
2007, interesando el otorgamiento del amparo solici-
tado e insistiendo en la argumentación ya vertida en la 
demanda de amparo

9. Mediante providencia de 28 de junio de 2007 se 
señaló para votación y fallo de la presente Sentencia el 
día 2 de julio siguiente.
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II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo se aduce vul-
neración del derecho a la igualdad en el acceso a las 
funciones públicas (art. 23.2 CE) y a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE). La primera de las vulneraciones 
tendría su origen en la Resolución 64/2000, de 29 de 
marzo, sobre convocatoria de pruebas selectivas de 
promoción interna para el ingreso en el centro de for-
mación de la guardia civil, porque, al no establecerse 
la titulación que los aspirantes debían tener para parti-
cipar en el proceso, se ha permitido el acceso a él a 
quienes no tenían la titulación normativamente exi-
gida, de suerte que, según el demandante de amparo, 
los que sí disponen de ella habrían resultado discrimi-
nados. Tal vulneración no habría sido reparada por la 
Sentencia de 11 de julio de 2004, dictada por el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid en el proceso de impug-
nación de la mencionada resolución. Además esta Sen-
tencia incurrió en error patente, lesivo del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.2 CE), por cuanto fundó 
su razonamiento en la afirmación de que la convocato-
ria sí contenía los requisitos de titulación precisos para 
participar en ella, apreciación que se revela errónea 
con la simple lectura de la resolución administrativa 
impugnada y que sólo encuentra explicación en que el 
órgano judicial haya confundido la resolución impug-
nada con otra que el demandante aportó, junto con su 
demanda contencioso-administrativa, para evidenciar 
que en convocatorias anteriores sí se había explicitado 
cuál era la titulación precisa para tomar parte en el pro-
ceso selectivo.

2. El Abogado del Estado interesa la inadmisión 
del recurso por extemporaneidad, debida a la presen-
tación por quien es ahora demandante de amparo de 
una solicitud de aclaración manifiestamente improce-
dente; subsidiariamente solicita la desestimación de la 
demanda por considerar que, ni existió vulneración del 
principio de igualdad en el acceso a las funciones 
públicas (queja que entiende ha de abordarse prefe-
rentemente), ni tampoco vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva, pues a su juicio no existe nin-
gún error patente, sino, a lo sumo, una motivación 
deficiente o incompleta (queja que considera no puede 
ser abordada sin previo planteamiento de la parte en 
tal sentido).

El Ministerio público interesa el otorgamiento del 
amparo por vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), pues considera que la Sentencia 
incurrió en error patente al fundar su desestimación en 
un dato fáctico que no se ajusta a la realidad y que es 
directa e inmediatamente verificable, razón por la cual, 
al considerar preferente el estudio de las quejas que 
pueden determinar la retroacción de actuaciones, soli-
cita la anulación de la Sentencia para que el órgano 
judicial pronuncie otra respetuosa con el derecho fun-
damental invocado.

3. En primer lugar hemos de abordar la objeción 
de extemporaneidad formulada por el Abogado del 
Estado, según la cual la interposición de una solicitud 
o recurso de aclaración por el demandante ante el pro-
pio órgano judicial, al resultar manifiestamente impro-
cedente para reparar el pretendido error patente en 
que se habría incurrido en la Sentencia impugnada, 
habría producido la prolongación artificial del plazo de 
caducidad de veinte días legalmente establecido para 
la formulación de la demanda de amparo, lo que con-
vierte a la presentada en extemporánea.

Que la utilización de un recurso manifiestamente 
improcedente determina la extemporaneidad de la 
demanda es un extremo reiteradamente afirmado por 
este Tribunal, de modo que la cuestión a resolver en el 

caso es, simplemente, la de si la solicitud de rectifica-
ción presentada ante el Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid era o no manifiestamente improcedente. Para 
responder a este interrogante conviene recordar que 
hemos declarado que la armonización del principio de 
seguridad jurídica con el derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) exige una aplica-
ción restrictiva del concepto de «recursos improceden-
tes», considerando como tales sólo aquellos recursos 
«cuya improcedencia derive de forma evidente del pro-
pio texto legal, sin dudas interpretativas que sea nece-
sario despejar por medio de criterios hermenéuticos 
no absolutamente discutibles» (por todas, STC 6/2007, 
de 15 de enero). Pues bien, en el presente supuesto, tal 
como sucediera en el caso resuelto en la STC 37/2006, 
de 13 de febrero, FJ 2, dado que el contenido de la 
queja se refiere primordialmente al contenido erróneo 
de la respuesta judicial, el recurso de aclaración efecti-
vamente presentado no resultaba manifiestamente 
improcedente y, en consecuencia, la demanda ha sido 
tempestivamente presentada ante este Tribunal.

4. Superado el óbice procesal propuesto por el 
Abogado del Estado comenzaremos el estudio de las 
vulneraciones de derechos fundamentales que aduce 
el demandante por aquélla que, de estimarse, debiera 
conducir a la retroacción de las actuaciones. La posibi-
lidad de que, de acordarse ésta, el órgano judicial 
pudiera dictar una resolución distinta en cuanto al 
fondo de las pretensiones ante él deducidas, bien por 
apreciar vulneración del derecho fundamental del 
derecho de igualdad en el acceso a las funciones públi-
cas, bien por cualquier otro motivo de legalidad ordi-
naria, imponen dicha forma de proceder de acuerdo 
con la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo.

Comenzando pues con la queja relativa a la existen-
cia de un error patente en la Sentencia impugnada, que 
habría vulnerado el derecho del demandante de amparo 
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), bueno será 
recordar que este Tribunal, en doctrina que se encuen-
tra plenamente consolidada, ha venido declarando que 
el control externo que de las resoluciones judiciales se 
efectúa cuando se aduce vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva comprende los supuestos en los 
cuales la resolución judicial es el resultado de un razo-
namiento que no se corresponde con la realidad, por 
haber incurrido el órgano judicial en un error patente 
en la determinación y selección del material de hecho o 
del presupuesto sobre el que se asienta su decisión, 
produciendo con ello efectos negativos en la esfera 
jurídica del ciudadano. Los requisitos necesarios para 
que dicho error alcance relevancia constitucional son: 
que no sea imputable a la negligencia de la parte, sino 
atribuible al órgano judicial; que pueda apreciarse 
inmediatamente de forma incontrovertible a partir de 
las actuaciones judiciales; y, finalmente, que resulte 
determinante de la decisión adoptada por constituir el 
soporte único o básico, la ratio decidendi de la resolu-
ción pronunciada (STC 362/2006, de 18 de diciembre).

En el presente caso el demandante de amparo 
impugnó ante la jurisdicción contencioso-administra-
tiva la convocatoria de un proceso selectivo, con fun-
damento en que la convocatoria, contrariamente a lo 
que en su opinión exigían las normas legales y regla-
mentarias que invocó al efecto, no señalaba expresa-
mente qué titulación habían de ostentar quienes qui-
sieran tomar parte en ella. Por el contrario la 
Administración entendió que tal requisito no era pre-
ciso, debido a que la pertenencia de la totalidad de los 
aspirantes a la escala de suboficiales de la guardia 
civil les confería, en aplicación del art. 20.2 de la Ley 
42/1999, la titulación precisa para tomar parte en las 
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convocatorias para acceder por promoción interna a la 
escala superior del Instituto.

Al resolver la controversia así trabada el órgano 
judicial rechazó la argumentación de la Administración, 
concluyendo que la convocatoria debió establecer qué 
nivel de titulación era exigible para participar en ella. 
Pero seguidamente desestimó el recurso argumen-
tando (último párrafo de la Sentencia impugnada) que el 
requisito reglamentario, consistente en que la convocato-
ria establezca el nivel de titulación exigible para partici-
par, se puede entender cumplido al haberse establecido 
«como condición relativa a las plazas a ocupar por el per-
sonal de la escala de suboficiales el que ostenten el título 
de bachiller elemental, graduado escolar u otro equiva-
lente o superior, y convocarse 145 plazas para dicha 
escala», siendo cuestión distinta y no susceptible de 
resolver en el momento procesal en el que se dictaba la 
resolución judicial la de si la Administración aplicó o no 
correctamente la exigencia de titulación.

Pues bien, la lectura de la Resolución 64/2000, del 
Subsecretario de Defensa, impugnada en la vía conten-
cioso-administrativa, revela que en tal resolución no se 
contenían las previsiones a las que se acaba de hacer 
mención y sobre las cuales el órgano judicial basa su 
razonamiento, sino que estas determinaciones se contie-
nen en la Resolución 11/1997, de 4 de junio, por la que se 
convocaban pruebas de promoción interna para el ingreso 
en el centro de formación que capacita para el ascenso a 
la escala ejecutiva de la guardia civil, resolución que el 
demandante de amparo aportó junto con su demanda, 
explicando que constituía un precedente que refrendaba la 
postura por él mantenida. Que el órgano judicial confundió 
la convocatoria sometida a su enjuiciamiento con la que se 
le aportaba como precedente para apoyar la argumenta-
ción de la demanda es un extremo que se ve avalado, ade-
más, por el hecho de que las plazas convocadas efectiva-
mente en la resolución enjuiciada eran 140 y no 145, que 
era precisamente el número de las plazas reservadas para 
personal de la escala de Suboficiales en la convocatoria de 
contraste.

Consecuentemente cabe afirmar que el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid fundó la desestimación del 
recurso en un dato fáctico apreciado de forma notoria-
mente errónea; que tal error se evidencia con la simple 
lectura de la resolución impugnada; y que, finalmente, tal 
error fue determinante de la Sentencia dictada, en la 
medida en que en ella se afirma la necesidad de que la 
convocatoria concrete los requisitos de titulación precisa 
para participar en las pruebas selectivas, pero a ello se 
añade que tal requisito podía entenderse cumplido a partir 
de una apreciación fáctica que se evidencia patentemente 
errónea.

5. La estimación del recurso de amparo por apre-
ciarse la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), lo que determina la anulación de la Sentencia 
recurrida con retroacción de actuaciones a fin de que el 
órgano judicial dicte otra resolución respetuosa con el 
derecho fundamental lesionado, convierte en innecesario 
el análisis de la queja relativa a la vulneración del derecho 
a la igualdad en el acceso a las funciones públicas 
(art. 23.2 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente la demanda de amparo formulada 
por don Juan Carlos Belinchón Villalba contra la Sentencia 
de 11 de julio de 2004, dictada por la Sección Cuarta de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid en el recurso núm. 1635-2000, así 

como contra la Resolución del Subsecretario del Ministerio 
de Defensa, de 4 de julio de 2000, cuya impugnación 
resultó desestimada por la indicada Sentencia y, en conse-
cuencia:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) del deman-
dante.

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular la 
Sentencia de 11 de julio de 2004 dictada por la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid en el recurso núm. 
1635-2000, retrotrayendo las actuaciones al momento 
inmediatamente anterior a su dictado para que dicho 
órgano judicial pronuncie otra respetuosa con el derecho 
fundamental lesionado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dos de julio de dos mil siete.–Gui-
llermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de Hijas.–
Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón Rodríguez 
Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 14790 Sala Primera. Sentencia 162/2007, de 2 de julio 
de 2007. Recurso de amparo 752-2005. Promo-
vido por don Juan Manuel Martín Espinosa 
frente a la Sentencia y al Auto de nulidad de un 
Juzgado de lo Social de Murcia en litigio por 
despido.

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: emplazamiento edictal sin agotar 
los medios de comunicación efectiva con uno 
de los demandados, quien no actuó con negli-
gencia.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN EL NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 752-2005, interpuesto 
por don Juan Manuel Martín Espinosa, representado por 
la Procuradora de los Tribunales doña María del Ángel 
Sanz Amaro y asistido por el Abogado don José Ríos 
Bravo, contra el Auto del Juzgado de lo Social núm. 3 de 
Murcia, de 2 de diciembre de 2004, dictado en autos de 
despido núm. 177-2004, ejecución núm. 164-2004. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 3 de febrero de 2005, la Procura-
dora de los Tribunales doña María del Ángel Sanz Amaro, 
actuando en nombre y representación de don Juan Manuel 
Martín Espinosa, interpuso recurso de amparo contra la 
resolución citada en el encabezamiento.


